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REAL DECRETO POR EL QUE SE ESTABLECEN LOS ASPECTOS BÁSICOS A LOS QUE DEBEN SOMETERSE LOS CONCIERTOS EDUCATIVOS
TÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto del real decreto

1. El presente real decreto tiene por objeto establecer los aspectos básicos a los que deben someterse los conciertos educativos, con el fin de hacer efectivo el derecho de todos a la educación gratuita y la libertad de elección de centro por padres y tutores, cuya garantía corresponde a las Administraciones educativas mediante la programación general de la enseñanza, de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación y en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

2. El concierto se someterá a la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y específicamente a su Título VI en lo que se refiere al procedimiento administrativo para el acceso, modificación o prórroga del concierto y a su Título IX en cuanto al ejercicio de la potestad sancionadora
. 
Artículo 2. Conciertos de enseñanzas gratuitas

1. Este real decreto es de aplicación a los conciertos educativos en el ámbito del segundo ciclo de la educación infantil y la educación básica suscritos por las Administraciones educativas con los centros privados que lo soliciten y que reúnan los requisitos a que se refiere la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, y la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. 

2. Las Administraciones educativas concertarán, con carácter preferente, los programas de cualificación profesional inicial que, conforme a lo previsto en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, los centros privados concertados de educación secundaria obligatoria impartan a los alumnos de enseñanza básica. Estos conciertos tendrán carácter general.
Artículo 3. Conciertos de carácter singular

1. Tendrán carácter singular los conciertos que se suscriban para las enseñanzas postobligatorias reguladas en el artículo 116.7 de la Ley Orgánica de Educación y se ajustarán a lo establecido en la citada Ley Orgánica de Educación, en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho a la Educación y en este real decreto.  
2. Los conciertos de los programas de cualificación profesional inicial postobligatorios y de los Ciclos Formativos de Grado Medio tendrán carácter singular y financiación plena.  
3. Los conciertos de Bachillerato y de Ciclos Formativos de Grado Superior tendrán carácter singular y financiación parcial salvo que otra cosa determine la respectiva Administración educativa. En los supuestos de conciertos singulares con financiación parcial los Centros percibirán de las familias la cuota por enseñanza concertada en la cuantía máxima establecida en la Ley de Presupuestos Generales del Estado del respectivo año o en aquella otra inferior fijada por la respectiva Administración educativa. Las Administraciones educativas podrán incrementar el importe de dichas cuotas en los supuestos en los que el módulo fijado en la Ley de presupuestos de la respectiva comunidad autónoma sea superior al determinado por la Ley de presupuestos generales del Estado, y con el límite del * 35 % de la partida de otros gastos.
4. La cuantía librada por la Administraciones educativas a los Centros con concierto parcial en concepto de otros gastos más la que perciban de las familias por las cuotas a que se refiere el número anterior, no podrá ser inferior a la fijada en la partida de otros gastos del respectivo módulo de conciertos.

TÍTULO II. OBJETO Y SUJETOS DEL CONCIERTO

Artículo 4. Objeto del concierto.

El concierto educativo tiene por objeto garantizar el derecho a la educación, la libertad de elección de centro y la gratuidad o el precio reglado de las enseñanzas a las que se refieren los artículos 2 y 3 del presente real decreto, impartidas en centros privados, en orden a la prestación del servicio público y social
 de la educación. A estos efectos, las Administraciones educativas asignarán los fondos públicos correspondientes. 
Artículo 5. Sujetos del concierto.
1. Corresponde al órgano competente del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y de las Comunidades Autónomas, cuyos actos pongan fin a la vía administrativa en sus respectivos ámbitos de gestión, la aprobación o denegación de los conciertos educativos, sus modificaciones y prórrogas.

2. Corresponde al órgano competente del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y de las Comunidades Autónomas en sus respectivos ámbitos de gestión, la formalización de los conciertos educativos.

3. Por parte de los centros privados están facultados para solicitar y formalizar conciertos educativos, sus modificaciones y prórrogas, los titulares de los mismos de acuerdo con lo establecido en el artículo 108.3 de la Ley Orgánica de Educación. A los titulares de los Centros concertados, en todo lo relacionado con el concierto educativo, les será de aplicación el artículo 35 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

TÍTULO III. OBLIGACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN Y DEL TITULAR DEL CENTRO PRIVADO CONCERTADO

CAPÍTULO I. OBLIGACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 6. Asignación de fondos públicos y reconocimiento beneficios.

1. Con la aprobación del concierto la Administración correspondiente se obliga a asignar al centro privado objeto del concierto los fondos públicos que aseguren la impartición de las enseñanzas gratuitas en régimen de gratuidad. 
2. Los fondos públicos asignados garantizarán la dotación de los recursos humanos y materiales que sean necesarios para ofrecer una enseñanza de calidad y garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso a la educación
. 

3. Los titulares de los centros privados concertados, en relación a los mismos disfrutarán de los beneficios fiscales y no fiscales a que se refiere el artículo 50 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación.

Artículo 7. Cuantía global de los fondos públicos.

1. La cuantía global de los fondos públicos destinados a los centros privados concertados, se establecerá en los presupuestos de las Administraciones correspondientes.

2. A efectos de distribución de la cuantía global a que hace referencia el apartado anterior, y de acuerdo con el artículo 117.2 de la Ley Orgánica de Educación, el importe del módulo económico por unidad escolar se fijará anualmente en los Presupuestos Generales del Estado y, en su caso, en los de las Comunidades autónomas, no pudiendo en éstos ser inferior al que se establezca en los primeros en ninguna de las cantidades en que se diferencia el citado módulo, de acuerdo con lo que se establece en el artículo * 8 de este real decreto.

Artículo 8. Módulos del concierto

1. En los módulos económicos por unidad escolar, cuya cuantía cubrirá el coste total de impartición de la enseñanza en condiciones de gratuidad, se diferenciarán de acuerdo con lo establecido en el artículo 117.3 de la Ley Orgánica de Educación, las siguientes partidas:

a) Las cantidades correspondientes a salarios del personal docente, incluidas las cotizaciones por cuota patronal a la Seguridad Social correspondientes a los titulares de los centros, con especificación de la ratio profesor/unidad que, en todo caso, será análoga a la existente en los centros públicos.
b) Las cantidades asignadas para los otros gastos que comprenderán las de personal de administración y servicios, las ordinarias de mantenimiento, conservación y funcionamiento, así como las cantidades que corresponden a la reposición de inversiones reales, las derivadas del ejercicio de la función directiva no docente y en general, la parte del coste total no contemplada en las otras partidas del  módulo. En ningún caso, se computarán intereses del capital propio. Dichas cantidades se fijarán con criterios análogos a los aplicados a los centros públicos.

c) Las cantidades pertinentes para atender al pago de los conceptos de antigüedad del personal docente de los centros privados concertados y consiguiente repercusión en las cuotas de la Seguridad Social; el pago de las sustituciones del profesorado y los derivados del ejercicio de la función directiva docente, y el pago de las obligaciones derivadas del ejercicio de las garantías reconocidas a los representantes legales de los trabajadores según lo establecido en el articulo 68 del Estatuto de los Trabajadores. Tales cantidades se recogerán en un fondo general que se distribuirá de forma individualizada entre el personal docente de los centros privados concertados, de acuerdo con las circunstancias que concurran en cada profesor y aplicando criterios análogos a los fijados para el profesorado de los centros públicos. Por su carácter de fondo general, no individualizado por unidad o por centro, su importe se atribuirá en función de las obligaciones salariales de carácter variable  con el personal docente así como de sus cargas sociales. 
2. Las cantidades correspondientes a los salarios del personal docente, a las que se refieren la letra a) del punto 1 de este artículo posibilitarán la equiparación gradual de su remuneración con la del profesorado público de las respectivas enseñanzas objeto del concierto.

3. La Administración no podrá asumir alteraciones en los gastos de personal y costes laborales del profesorado, derivadas de convenios colectivos que superen el porcentaje de incremento global de las cantidades correspondientes a salarios a que hace referencia el artículo 117.3 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. A tal efecto, las Administraciones facilitarán a las partes negociadoras del respectivo Convenio Colectivo el importe del incremento fijado en su Ley de Presupuestos. 
4. Conforme al principio de autonomía de gestión y económica el titular del Centro determinará la aplicación de los otros gastos de conformidad con el presupuesto aprobado por el Consejo escolar. La imputación de la reposición de inversiones reales a la partida de otros gastos podrá hacerse en el ejercicio en el que fueron realizadas o fraccionarse en varios ejercicios. La justificación de la aplicación de la partida de otros gastos se realizará aportando a la Administración educativa el acuerdo del consejo escolar aprobatorio de las cuentas.
5. La imputación de los costes de amortización a la partida de otros gastos podrá realizarse de acuerdo con el sistema de amortización utilizado en la contabilidad del Centro, siempre que sea conforme con las reglas que regulen esta materia en el Impuesto sobre Sociedades. 

6. Los Centros privados concertados que desarrollen otras actividades económicas distintas de las concertadas, deberán establecer los criterios de imputación de los costes generales a cada uno de los centros de coste, con arreglo a parámetros objetivos.

Artículo 9. Abono de los salarios y de los otros gastos.

1. Los salarios del personal docente, incluidos los gastos variables, serán abonados por la Administración al profesorado como pago delegado y en nombre de la entidad titular del centro. La Administración educativa podrá denegar la incorporación de personal docente en pago delegado en los casos en los que el profesorado carezca de la titulación requerida o se superen las consignaciones presupuestarias. La resolución denegatoria deberá ser motivada y notificada tanto al centro como al profesor afectado. 

2. Las cantidades correspondientes a los otros gastos de los centros se abonarán por la Administración educativa a los titulares de los mismos con carácter mensual y dentro del respectivo mes.

3. Ambos conceptos de gastos tendrán jurídicamente la conceptuación de contraprestación por los servicios educativos concertados con los centros. 
4. La mora de la Administración en el abono al centro de la citada contraprestación se regirá por lo establecido en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales.
5. La Administración educativa competente, al abonar en nombre del titular del centro los salarios del personal docente, podrá efectuar e ingresar en el Tesoro las retenciones correspondientes al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas conforme a los tipos comunicados por los titulares de los centros. En este caso, la Administración asumirá la responsabilidad que, en su caso, se derive de la falta o retraso en el ingreso o de efectuar dicho abono sin ajustarse a lo comunicado por el titular. 
Artículo 10. Centros que escolarizan alumnos en condiciones de especial necesidad.
1. Conforme a lo señalado en los artículos 72.2, 81.4, 87.1, 117.7 y 122.2, de la Ley Orgánica de Educación, las Administraciones educativas financiarán de forma complementaria los recursos humanos y materiales a los centros privados concertados que: a) Escolaricen a alumnado con necesidad específica de apoyo educativo en proporción mayor a la establecida con carácter general o para la zona en la que se ubiquen. b) Escolaricen alumnos que tengan especiales dificultades para alcanzar los objetivos de la educación secundaria, debido a sus condiciones sociales. c) Desarrollen proyectos que así lo requieran. d) Escolaricen a una población en condiciones de especial necesidad.
2. Los criterios para determinar las dotaciones a que se refiere el párrafo anterior serán los mismos que los establecidos para los centros públicos.
CAPÍTULO II. OBLIGACIONES DEL TITULAR DEL CENTRO PRIVADO CONCERTADO

Artículo 11. Cumplimiento de disposiciones sobre conciertos.
Por el concierto educativo el titular del centro se obliga a cumplir las normas sobre conciertos establecidas en el titulo IV de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, y en este real decreto.

Artículo 12. Obligación de gratuidad.

1. El concierto educativo obliga al titular del centro privado a impartir gratuitamente las enseñanzas objeto del concierto, según queden definidas en el currículo y horario que establezca la Administración educativa a tenor de lo señalado en el artículo 6.4. de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

2. En ningún caso los centros privados concertados podrán percibir cantidades de las familias por recibir las enseñanzas objeto del concierto de carácter gratuito, imponer a las familias la obligación de hacer aportaciones a fundaciones o asociaciones ni establecer servicios obligatorios, asociados a las enseñanzas, que requieran aportación económica por parte de las familias de los alumnos. Quedan excluidas de esta categoría las actividades escolares complementarias, las extraescolares, y los servicios escolares, que, en todo caso, serán voluntarios, no tendrán carácter discriminatorio para los alumnos y carecerán de carácter lucrativo. 
4. La percepción de cantidades en concepto de actividades escolares complementarias deberá ser autorizada por la Administración educativa correspondiente, a solicitud del titular del centro y  previa propuesta del consejo escolar del centro. Las cuotas en concepto de actividades extraescolares deberán ser aprobadas por el consejo escolar del centro a propuesta del titular, y comunicadas por el titular del centro a la Administración educativa correspondiente. El precio de los servicios escolares será aprobado por el consejo escolar a propuesta del titular del centro conforme al procedimiento de aprobación que establezca la respectiva administración educativa. 
5. El cobro de actividades extraescolares y de los servicios escolares podrá contribuir al mantenimiento y mejora de las instalaciones de los centros.
6. De acuerdo con lo establecido en el artículo 50 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación a los donativos, donaciones y aportaciones irrevocables, puros y simples, realizados en favor de los centros concertados, se les aplicará las deducciones previstas en los artículos 19 y 20 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de Régimen Fiscal de las Entidades sin Fines Lucrativos y a los Incentivos Fiscales del Mecenazgo.

Articulo 13. Obligación sobre las unidades escolares concertadas.

1. El titular del centro privado concertado está obligado a tener en funcionamiento todas las   unidades escolares concertadas durante la vigencia del concierto.
2. Asimismo, se obliga a que las enseñanzas concertadas tengan una relación media de alumnos por unidad escolar igual o superior a la que la Administración educativa determine,  en función de la existente en los centros públicos de la comarca, municipio, o, en su caso, distrito en el que esté situado el centro. Estas relaciones medias serán públicas.
3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, se exceptuará del cumplimiento de esta obligación a los siguientes centros:

a) Aquellos en los que se encuentre prevista la entrada progresiva en funcionamiento del número completo de unidades en un plazo no superior a la duración del concierto.

b) Aquellos otros en los que de la celebración del concierto pueda preverse que, en un plazo no superior a la mitad de la duracl6n del mismo, alcancen la relación media alumnos por unidad escolar requerida.

c) Aquellos que atiendan de forma significativa a una población escolar con necesidades educativas especiales.

4. El titular del centro privado concertado está obligado a ofertar todos los puestos escolares que tenga autorizados en las enseñanzas objeto del concierto y a no matricular alumnos por encima de dicha autorización, salvo que por razones de urgente escolarización o conforme a lo establecido en el artículo 87 número 2 de la Ley Orgánica de Educación,  la Administración educativa le comunique la reserva temporal de plazas o le asigne una capacidad superior.

Artículo 14. Obligación de hacer constar la condición de centro concertado.

Los titulares de los centros privados acogidos al régimen de conciertos deberán hacer constar en su denominación, en su documentación y en su publicidad la condición de centro privado concertado.
Artículo 15. Obligación de informar del carácter propio.

El titular del centro privado concertado de acuerdo con lo establecido en el artículo 115 de la Ley Orgánica de Educación deberá poner su carácter propio, si lo tuviere, en conocimiento de los miembros de la comunidad educativa, así como de cuantos pudieran estar interesados en acceder al centro. El titular deberá facilitar dicha información, en todo caso, en el momento en que los alumnos o sus padres o tutores presenten en el centro su solicitud de admisión.
Artículo 16. Actividades del profesorado.

Todas las actividades del profesorado de los centros privados concertados, tanto lectivas como no lectivas, retribuidas con cargo al concierto educativo se prestarán en las enseñanzas objeto del concierto. 
Artículo 17. Obligaciones relacionadas con el abono de los salarios.

A efectos del abono de las cantidades correspondientes a salarios del personal docente, el titular del centro privado concertado, en su condición de empleador en la relación laboral, facilitará mensualmente a la Administración educativa competente las nóminas de su profesorado, así como sus eventuales modificaciones, y el resto de documentos determinados por la normativa correspondiente en relación con el cumplimiento de las obligaciones de carácter fiscal y con la Seguridad Social que deriven de las relaciones contractuales con el personal docente en pago delegado.

Artículo 18. Nóminas

En las nóminas se relacionarán los profesores correspondientes a las unidades concertadas sin que, en ningún caso, el total por cada unidad pueda exceder la cuantía prevista para los módulos de concierto aprobados, excluida la antigüedad y los otros conceptos salariales abonados con cargo a la partida de gastos variables. Asimismo, el listado de las nóminas incluirá las circunstancias que concurren en cada profesor a efectos de determinar el sueldo, la antigüedad, la cotización a la Seguridad Social y otras posibles variantes.

Artículo 19. Altas y bajas en el régimen de la Seguridad Social

1. El titular del centro, en su condición de empleador en la relación laboral, gestionará ante la Seguridad Social las altas y bajas del personal docente y acreditará las mismas ante la Administración educativa.

2. Las responsabilidades que pudieran derivarse del incumplimiento de las obligaciones  relativas a la falta de tramitación de altas y bajas serán imputables al titular del centro.

Artículo 20. Justificación de otros gastos.

1. Las cantidades abonadas para los otros gastos del centro concertado se justificarán, una vez finalizado el ejercicio económico y en el plazo que determinen las Administraciones educativas, de forma conjunta para todas las enseñanzas concertadas del centro, mediante aportación por el titular de la certificación del acuerdo aprobatorio de las cuentas adoptado por el consejo escolar a propuesta del titular.
2. Podrán ser aplicados a la justificación de los otros gastos todos los costes asociados a la actividad de enseñanza privada concertada, que tengan tal consideración conforme a la normativa fiscal que no estén sufragados por las otras partidas del módulo de conciertos. En ningún caso podrán imputarse los intereses del capital propio.

Artículo 21. Control financiero.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los centros privados concertados quedarán sujetos al control de carácter financiero que las disposiciones vigentes atribuyen a la Intervención General de la Administración del Estado o al Órgano correspondiente de las Comunidades autónomas.

TÍTULO IV. REQUISITOS Y PROCEDIMIENTO
CAPÍTULO I.  DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 22. Requisitos de los Centros.

1. Para poder acogerse al régimen de conciertos los centros privados deberán estar autorizados, en el momento de la efectividad del concierto,  para impartir las enseñanzas que constituyen el objeto del concierto y satisfacer necesidades de escolarización en el marco de lo dispuesto en los artículos 108 y 109 de la Ley Orgánica 212006, de 3 de mayo, de Educación.

2. Se entenderá que, en todo caso, satisface necesidades de escolarización:

a) El centro que cuente con suficiente demanda. El cumplimiento de este requisito quedará acreditado es todo caso si, en las respectivas enseñanzas, el centro dispone de una relación media alumnos por unidad igual o superior a la existente en los centros públicos del distrito, localidad o comarca. A tal efecto, las Administraciones educativas, con la participación de los sectores afectados, determinarán dicha relación y la harán pública. 
b) El centro en el que de la celebración del concierto pueda preverse que, en un plazo no superior a la mitad de la duración del mismo, alcance la relación media alumnos por unidad a que se refiere el párrafo anterior.
c) El centro que realiza una oferta educativa singular o atiende de forma significativa a alumnos en condiciones de especial necesidad. 
Artículo 23. Criterios de preferencia.

1. Tendrán preferencia para acogerse al régimen de conciertos los centros que cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo * anterior de este real decreto atiendan a poblaciones escolares de condiciones económicas desfavorables o los que realicen experiencias de interés pedagógico para el sistema educativo.

2. En todo caso, en igualdad de condiciones, tendrán preferencia aquellos centros que, cumpliendo los requisitos señalados, estén constituidos y funcionen en régimen de cooperativa. No obstante, y a efectos de la celebración de conciertos, será necesario que los estatutos de las cooperativas no contengan cláusulas que impidan el cumplimiento de las obligaciones que para los centros privados concertados se derivan de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, de la Ley Orgánica 212006, de 3 de mayo, de Educación y de este real decreto.

Artículo 24. Duración máxima del concierto.

Las Administraciones educativas establecerán la duración de los conciertos que, en ningún caso, será superior a seis años. El concierto se prorrogará en los términos previstos en este real decreto.

Artículo 25. Solicitud

Los titulares de los centros privados que deseen acogerse al régimen de conciertos a partir de un determinado curso académico, lo solicitarán a la Administración educativa competente durante el mes de enero anterior al comienzo de dicho curso o en aquel otro plazo que, al efecto, determine la Administración educativa.
Artículo 26. Comisiones de evaluación.
1. La Administración encomendará la evaluación de las solicitudes presentadas  a comisiones en las que estarán representados, además de la Administración los sectores afectados del ámbito de la enseñanza privada concertada, estos últimos a través de sus organizaciones representativas. 

2. Dichas comisiones examinarán las solicitudes y memorias presentadas, formulando ante la autoridad competente las correspondientes propuestas, que deberán ser motivadas, dentro del orden de preferencia a que se refiere el artículo 116.2 de la Ley Orgánica de Educación. En todo caso, las propuestas de dichos órganos deberán ajustarse a las consignaciones presupuestarias disponibles.

Artículo 27. Aprobación y denegación.

1. El Órgano competente del Ministerio de Educación, Cultura  y Deporte y el correspondiente de las Comunidades Autónomas, cuyos actos pongan fin a la vía administrativa en sus respectivos ámbitos de gestión, aprobará o denegará los conciertos educativos.
2. La resolución expresa se notificará en el plazo establecido por las Administraciones educativas y, en todo caso, antes de que finalice el plazo de admisión de alumnos. Si la resolución fuera denegatoria, ésta deberá ser motivada con base en el incumplimiento de alguno de los requisitos establecidos en el artículo *22 de este real decreto y, para ser eficaces, deberán publicarse en el boletín oficial correspondiente. 
Artículo 28. Formalización del concierto 

1. Los conciertos educativos se formalizarán en documento administrativo en el que se harán constar las enseñanzas y número de unidades concertadas, así como los derechos y obligaciones de ambas partes, y la duración, prórroga y la extinción del concierto de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación y en este real decreto.

2. En los documentos de conciertos educativos se considerarán las características de los centros de educación especial,  de los centros ordinarios que escolaricen alumnos con necesidades educativas especiales, de los centros que realicen experimentaciones pedagógicas  y de aquellos que lleven a cabo actuaciones de educación compensatoria.

Artículo 29. Inscripción del concierto.

Una vez formalizados los conciertos educativos, se inscribirán de oficio en el registro de centros de la Administración educativa competente. Las Administraciones educativas deberán dar traslado de los correspondientes asientos al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte en el plazo máximo de un mes, en los términos establecidos en Real Decreto 276/2003, de 7 de marzo, por el que se regula el registro estatal de centros docentes no universitarios.

Artículo 30. Constitución del consejo escolar del centro.

1. Formalizado el concierto, el titular deberá adoptar las medidas precisas para la constitución del consejo escolar del centro y consiguiente designación del director o directores.

2. El consejo escolar del centro se constituirá de acuerdo con un procedimiento que garantice la publicidad y objetividad del proceso electoral, así como el carácter personal, directo, igual y secreto del voto de los miembros de la comunidad escolar.

Artículo 31. Cobertura de vacantes de personal docente.

Las vacantes de personal docente que se produzcan se cubrirán de acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo 60 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación. No obstante, se exceptuarán de este procedimiento aquellas vacantes que se cubran por quienes, encontrándose en algunas de las situaciones previstas en la legislación, tengan derecho a reincorporarse al puesto de trabajo.

Artículo 32. Designación definitiva del director.

La designación definitiva del director tendrá lugar una vez constituido el consejo escolar del centro y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 59 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación.

CAPÍTULO II. CENTROS DE NUEVA CREACIÓN

Artículo 33. Solicitud
Los centros privados de nueva creación que vayan a impartir enseñanzas declaradas gratuitas y deseen acogerse al régimen de conciertos lo solicitarán al iniciarse el procedimiento de autorización administrativa. De no solicitarlo en tal momento, no podrán acogerse a dicho régimen hasta que hayan transcurrido cinco años desde la fecha de su autorización, de acuerdo con lo establecido en la disposición adicional quinta de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación.

Artículo 34. Convenio

Los centros privados de nueva creación, además de reunir los requisitos propios del régimen de conciertos, deberán proponer a la Administración educativa un convenio en el que, en el marco de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación y de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, se especifique el procedimiento para la designación provisional del director, el sistema de provisión del profesorado, así como las condiciones y la fecha para la constitución del consejo escolar del centro. El convenio incluirá las previsiones sobre la puesta en funcionamiento del centro, la progresiva aplicación del concierto y las causas, imputables exclusivamente al incumplimiento de las obligaciones del titular del centro que impedirían la formalización del concierto educativo. En el caso de que el Centro sea acreedor al concierto y de que el Convenio se ajuste al marco señalado, la Administración procederá a la suscripción del convenio.

CAPÍTULO III. PRÓRROGA Y MODIFICACIÓN DEL CONCIERTO EDUCATIVO

Artículo 35. Prórroga del concierto.

1. Los conciertos se prorrogarán por el mismo plazo por el que estuvieran suscritos si no mediara denuncia efectuada por alguna de las partes con al menos, ocho meses de antelación a la fecha de finalización de su vigencia. 

2. La denuncia por parte de la Administración habrá de ser motivada y deberá basarse en una de las siguientes causas:

a) Que el centro hubiera dejado de estar autorizado para las enseñanzas objeto del concierto.

b) Que el centro hubiera dejado de satisfacer necesidades de escolarización en los términos señalados en el artículo *22 de este real decreto, y siempre que para solventar la situación no quepa reducir el número de unidades concertadas.
c) Que el centro hubiera sido sancionado con la rescisión del concierto.

d) Que no hubiera consignaciones presupuestarias.

3. Lo anteriormente señalado se entiende sin perjuicio de la posibilidad de modificar el concierto vigente conforme a lo señalado en el artículo siguiente.
Articulo 36. Modificación del concierto.

1. Las variaciones que puedan producirse en los centros por alteración del número de unidades o por otras circunstancias individualizadas, darán lugar a la modificación del concierto educativo, siempre que tales variaciones no afecten a los requisitos que originaron su aprobación. El procedimiento de  modificación del concierto podrá iniciarse de oficio o a instancia del titular del centro, siendo preceptiva en el primer caso la audiencia del interesado.

2. El cambio de titular se entenderá como una de las causas de modificación del concierto, siempre que el nuevo titular se subrogue en los derechos y obligaciones derivados del concierto.

3. También se entenderá como causa de modificación del concierto el cambio de domicilio, siempre que las nuevas instalaciones del Centro cuenten con autorización para las enseñanzas concertadas y el centro en su nueva ubicación siga satisfaciendo necesidades de escolarización.  

TÍTULO V. EXTINCIÓN DEL CONCIERTO EDUCATIVO
Artículo 37. Causas de extinción. 
Son causas de extinción del concierto educativo:

a) El vencimiento de plazo de duración del concierto habiéndose producido la denuncia del mismo.

b) El mutuo acuerdo de las partes.

c) El incumplimiento muy grave de las obligaciones del concierto por parte del titular del centro. 
d) El incumplimiento de las obligaciones del concierto por parte de la Administración educativa.

e) El fallecimiento de la persona física titular del centro o la extinción de la persona jurídica a la que corresponde la titularidad.

f) La revocación de la autorización administrativa del centro.

g) El cese voluntario, debidamente autorizado, de la actividad del centro.

Artículo 38. Vencimiento de plazo.

El vencimiento del plazo de duración del concierto será causa de extinción del mismo, si se hubiera producido la denuncia del mismo que, en el caso de realizarse por la Administración, deberá ser motivada de acuerdo con las normas de este real decreto.

Artículo 39. Mutuo acuerdo.

La extinción del concierto educativo por mutuo acuerdo de las partes no procederá cuando existan razones de interés público que lo impidan. En todo caso, el consejo escolar del centro deberá ser oído antes de que se dicte la resolución administrativa.

Artículo 40.  Incumplimiento del titular del centro.
1. El incumplimiento muy grave de las obligaciones del concierto por parte del titular del centro dará lugar a la rescisión del concierto. En este caso, con el fin de no perjudicar a los alumnos ya escolarizados en el centro, las Administraciones educativas podrán imponer la rescisión progresiva del concierto. La resolución del concierto será efectiva a partir de la finalización del curso en el que la resolución sancionatoria haya adquirido firmeza. La instrucción del expediente se realizará de acuerdo con las normas contenidas en título IX, de la Ley de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común, todo ello sin perjuicio de lo establecido en el artículo 61 de la Ley Orgánica del derecho a la educación.   
Artículo 41. Incumplimiento de la Administración.
1. En caso de incumplimiento de las obligaciones del concierto educativo por parte de la Administración el titular del centro concertado podrá solicitar la extinción del concierto o requerir el cumplimiento de las obligaciones incumplidas, todo ello sin perjuicio de su derecho a solicitar el resarcimiento por los daños y perjuicios causados.
2. En el supuesto de que la Administración denegare la resolución de concierto  o no atendiera el requerimiento efectuado por el titular en orden a su cumplimiento, el titular podrá interponer los recursos administrativos y contencioso-administrativos que sean procedentes según la legislación vigente.

Artículo 42. Fallecimiento o extinción del titular.

1. En caso de fallecimiento del titular del centro concertado, sus herederos tendrán derecho a subrogarse en las obligaciones derivadas del concierto, en cuyo caso se procederá a la modificación del concierto educativo por modificación del titular.

2. Si los herederos optasen por no continuar en el régimen de conciertos los efectos de la extinción del mismo se producirán a partir de la finalización del correspondiente curso académico.

3. La extinción de la persona jurídica titular del centro concertado producirá la extinción del concierto, salvo que su organización y patrimonio pasen a ser de la titularidad de otra persona que, reuniendo los requisitos establecidos en este real decreto, se subrogue en las obligaciones derivadas del concierto, en cuyo caso se procederá a la modificación del concierto educativo por modificación del titular.

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Conciertos con centros con número de unidades incompleto.

La Administración educativa podrá celebrar conciertos de las enseñanzas declaradas gratuitas con aquellos centros que sin tener la totalidad de las unidades del respectivo nivel  atiendan a poblaciones cuya demanda de escolarización no pueda ser atendida de otro modo.

INCLUIR PROFESORES RELIGIOSOS CON CONVENIO
DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Profesores sin relación contractual de carácter laboral.

1. En el caso de profesores sin relación contractual de carácter laboral con el titular del centro privado concertado y previa declaración por el titular y conformidad expresa del profesor acerca de la inexistencia de relación laboral, la Administración abonará al titular del centro un monto equivalente al que satisface al personal docente por el concepto de salarios, cargas sociales y gastos variables. A tal efecto, el titular remitirá a la Administración educativa la relación individualizada de dicho profesorado.

2. A efectos de lo dispuesto en el artículo 60.6 de la Ley Orgánica 811985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación la terminación de la actividad docente del profesorado a que se refiere la presente disposición no tendrá el carácter de despido. Las vacantes así producidas serán provistas en todo caso de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 60 de la citada Ley Orgánica, procediéndose a la formalización del correspondiente contrato de trabajo, salvo que se produzca de nuevo la situación regulada en el apartado primero de la presente disposición.

3. Al profesorado a que hace referencia esta disposición le serán de aplicación, por analogía, los supuestos de reincorporación reconocidos al personal docente así como la excepción en el procedimiento de provisión de vacantes a que se refiere el artículo *31 del presente real decreto.
4. Lo señalado en esta disposición se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación vigente respecto al profesorado cuya relación con la titularidad del centro no tenga el carácter de contrato laboral.

DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA. Resolución de conflictos.

1. Las cuestiones litigiosas derivadas de la aplicación del régimen de conciertos, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley Orgánica 811985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación serán resueltas por el órgano competente para la aprobación de los conciertos educativos, cuyos actos pondrán fin a la vía administrativa. Contra dichos actos podrá interponerse recurso contencioso- administrativo, de acuerdo con la Ley reguladora de dicha jurisdicción. 
2. Cuando del posible incumplimiento de las normas de conciertos derivase la imposición de una multa, su cuantía se calculará tomando como referencia la partida de otros gastos correspondiente a una unidad concertada del nivel educativo en el que se hubiera producido el incumplimiento y, en el caso de que afectara a varios, la de mayor financiación.

DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA. Cooperativas y entidades no lucrativas. 
Sin perjuicio del régimen general de conciertos, las Administraciones, dentro de las consignaciones presupuestarias existentes, podrán contribuir a la financiación de nuevas inversiones en centros privados concertados siempre que se trate de centros que reuniendo los requisitos que se establezcan en las correspondientes convocatorias, presten un servicio educativo de reconocida calidad y equidad y sus titulares sean cooperativas o entidades sin fin de lucro.
DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA. Designación del concejal o representante del Ayuntamiento como miembro del Consejo Escolar del centro privado concertado.

La designación del concejal o representante del Ayuntamiento en el consejo escolar de los centros privados concertados se producirá por el Ayuntamiento en cuyo término municipal se halle radicado el centro, conforme a la propuesta que realice el titular del centro oído el consejo escolar, que recaerá, preferentemente, en un concejal  del Ayuntamiento. Si requerido el titular para efectuar la propuesta no la hiciere en el plazo de un mes, el Ayuntamiento procederá a la designación de su representante. La designación se producirá por el plazo de dos cursos escolares. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA. Participación en la programación de la oferta de plazas.  
1. La programación de la oferta de plazas sostenidas con fondos públicos, que forma parte de la programación general de la enseñanza, corresponde a las Administraciones educativas y contará con la participación efectiva de todos los sectores afectados, incluidos los titulares de los centros privados concertados. Dicha programación promoverá las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos sociales en que se integran sean reales y efectivas y removerá los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud 
, y armonizará las exigencias derivadas de la obligación que tienen los poderes públicos de garantizar el derecho de todos a la educación y los derechos individuales de alumnos, padres y tutores, entre los que se encuentran el derecho a la educación, la libertad de elección de centro educativo, y el derecho a la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

2. En la programación de la oferta educativa se tendrá en cuenta la oferta de plazas existente en los centros privados concertados.
3. Las Administraciones educativas deberán tener en cuenta las consignaciones presupuestarias existentes y el principio de economía y eficiencia en el uso de los recursos públicos. A tal efecto, en la programación se incluirán informes sobre los costes unitarios de las unidades y puestos escolares en cada uno de los centros afectados, sobre el grado de escolarización de alumnos en condiciones de especial necesidad  y sobre los resultados obtenidos por los centros.

4. La programación de la oferta de plazas, en lo que afecta a los centros privados concertados, se efectuará conforme al número de unidades y puestos escolares que tengan autorizados. No obstante, cabrá incluir en la programación unidades y enseñanzas que se prevé que vayan a estar autorizadas en el inicio de los efectos de la programación.

DISPOSICIÓN ADICIONAL SÉPTIMA. Percepción de cantidades.

La percepción indebida de cantidades por parte de los centros privados concertados, a que se refiere el artículo 62 1 a) y 2 b) de la Ley Orgánica de Educación supondrá para los mismos la obligación de acreditar documentalmente ante la Administración educativa la puesta efectiva a disposición de los afectados de dichas cantidades en el plazo de un mes a contar desde la fecha de la notificación de la resolución definitiva del oportuno expediente. 
DISPOSICIÓN ADICIONAL OCTAVA. Comisión de estudio de la cuantía de los módulos.

1. La Comisión a que se refiere la Disposición adicional vigesimonovena de la Ley orgánica de educación elaborará el estudio de la cuantía de los módulos de conciertos que valore el coste total de la impartición de las enseñanzas en condiciones de gratuidad. Dicho estudio, en lo que se refiere a los módulos de la ley de presupuestos generales del Estado, se concluirá en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor del presente real decreto.

2. Formando parte integrante de dicho estudio se elaborará la clasificación de costes de los centros privados concertados. 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA. Renovación y modificación de conciertos.

Los procedimientos de renovación y modificación de conciertos que hubieran sido iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto se regirán por lo establecido en el Real Decreto 2377/1985, de 18 de diciembre, que aprueba el Real Decreto de normas básicas sobre conciertos educativos. La prórroga y modificación de conciertos cuyo procedimiento se inicie a la entrada en vigor de este real decreto, se regirán por lo dispuesto el * Titulo IV del presente real decreto.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA. Derogación normativa.

1. Queda derogado el Real Decreto 2377/1985, de 18 de diciembre, que aprueba el Real Decreto de normas básicas sobre conciertos educativos.

2. Así mismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en el presente real decreto.

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Título competencial.

El presente real decreto que se dicta en virtud de la habilitación que confiere al Gobierno el articulo 116, apartado 3 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, y de la competencia que corresponde al Estado conforme al articulo 149.1.10 y 30 de la Constitución, tiene carácter de norma básica.

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Entrada en vigor.

Lo dispuesto en este real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

� Ver Art. 116.3 LOE, que menciona que entre los aspectos básicos que ha de regular este Real Decreto está el sometimiento del concierto al derecho administrativo


� Preámbulo LOE, párrafo 20º.


� LOE Art. 122.1.


� Constitución Art. 9.2.





